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    PRESENTACIÓN


    El once de junio de 2010, el periódico El País publicaba una entrevista a Edward Soja. Catalina Sierra, la periodista, hablando del título del libro que hoy presentamos en castellano decía “El último libro que ha publicado Edward W. Soja (Nueva York, 1941) lleva por título Seeking spatial justice. Suena raro…”.


    En busca de la justicia espacial es un título que, ciertamente, suena extraño para oídos acostumbrados a la nítida separación de aproximaciones, de teorías, de ciencias incluso. ¿Justicia? De acuerdo. ¿Espacial? Muy bien, pero ¿las dos cosas juntas? Y eso que adjetivar el concepto de justicia tiene una cierta tradición que se remonta a los movimientos por la justicia social o a los más recientes a favor de la justicia ambiental o de una justicia global. Algo debería revisarse en la idea de justicia cuando se tiene que adjetivar explicando su contenido. Pero volvamos a aquella entrevista. Tras declarar su extrañeza ante el título, la periodista, con instinto didáctico, reproducía el ejemplo que el geógrafo Edward Soja suele explicar siempre que se dirige a públicos amplios. Pensemos en una gran ciudad, con sus barrios, sus centros económicos, sus movimientos, sus flujos de personas y de mercancías…, pensemos en Valencia, en Madrid, en Barcelona, en México DF, en Bogotá, en Buenos Aires, en Medellín. Para que la ciudad funcione se precisa una red de transporte público que permita a sus vecinos y visitantes desplazarse de un lugar a otro. Pues bien, la elección y el desarrollo del tipo de red de transporte, sea metro o autobús, subterráneo o en superficie, no es en absoluto neutra ni es baladí. Soja, para despachar en pocas palabras el concepto de justicia espacial, propone el ejemplo de Los Ángeles en 1996, cuando una coalición de vecinos, trabajadores, ciudadanos y académicos puso en jaque a la municipalidad por su elección justamente de una determinada red de transportes. La administración municipal de la ciudad angelina fue llevada ante la justicia acusada de “discriminación espacial” al privilegiar la red de metro (que beneficiaba especialmente a los barrios blancos y ricos) en detrimento de una red de autobuses que se extendía por toda la ciudad y permitía, especialmente a los habitantes de los barrios pobres de Los Ángeles, moverse con relativa facilidad por ella. La decisión del tribunal de justicia fue favorable a los demandantes y la ciudad no tuvo más remedio que paralizar la expansión de su red de metro (que se iba a hacer a costa de la existente), mejorar la flota de vehículos en superficie y no elevar sus tarifas como se había previsto. ¿Justicia? Sí, pero justicia espacial, pues tanto las consecuencias como los motivos de primar una red sobre tienen una dimensión básicamente espacial. ¿Y social? Sí, también, pero parafraseando a Edward W. Soja, todo lo que es social es simultáneamente e inherentemente espacial, de la misma manera que todo lo espacial está simultánea e inherentemente socializado.


    Esto es justicia espacial, algo diferente a una subcategoría de la justicia social (como se encargó de defender el propio autor ante los comentarios en este sentido de Peter Marcusse y de otros que se empeñan en privilegiar lo social respecto a lo espacial). El propio Soja reconoce que no está dispuesto a proponer una definición de recetario, como aquellas definiciones que comienzan con la expresión “dícese…”, y que prefiere la trasposición, la lenta filtración del concepto en la mente del lector mediante la lluvia fina de argumentos, ejemplos, dialécticas, discusiones y propuestas. Al final, uno tiene la impresión de haber entendido perfectamente cuál es el contenido práctico de la idea de “justicia espacial” aunque no disponga de una definición cerrada de la misma.


    Edward W. Soja es un geógrafo conocido en España y en el mundo de habla española por el trabajo previo que han desarrollado los profesores Abel Albet y Núria Benach, quienes se han dedicado en los últimos años a difundir la obra de Soja desde el Departamento de Geografía de la Universitat Autònoma de Barcelona. La edición del libro coordinado por ambos autores Edward W. Soja. La perspectiva postmoderna de un geógrafo radical (Icaria, 2010, junto a la presentación que del mismo hizo Oriol Nel.lo en 2011 y que puede encontrarse en la revista Biblio 3W dentro del portal Geocrítica) no sólo permite profundizar en la obra de Soja, sino que nos ahorra la necesidad de realizar una presentación detallada de su figura. Valga pues la recomendación expresa al lector de aquel libro, que se halla dentro de la colección valiosísima Espacios Críticos, dedicada a difundir en castellano las obras de geógrafos y urbanistas críticos con los procesos territoriales y urbanos como el propio Soja, Doreen Massey o Richard Peet. Pese a ello, se nos permitirá que digamos que Edward W. Soja nació en el Bronx, estudió geografía en el Hunter College y en Madison (Wisconsin) para pasar a Syracuse donde realizó el doctorado. Hoy, tras trabajar en algunas otras universidades, es profesor de Planificación urbana en la Universidad de California (UCLA). Además de por el libro que hoy presentamos, Soja es conocido por una trilogía que ha alterado sustancialmente las bases del pensamiento geográfico y específicamente urbano: Postmodern Geographies (1989), Thirdspace (1996) y Postmetropolis (2000, traducido al castellano en 2008).


    Este nuevo libro de tiene un triple objetivo. Presentar el concepto de “justicia espacial” y desarrollar su anclaje teórico, mostrar ejemplos empíricos de funcionamiento de este concepto y, por último, y no menos importante, proponer un método de acción social y política que mejore la equidad y el acceso a los derechos inherentemente urbanos de los ciudadanos. Teórica y práctica se entrecruzan constantemente en estas páginas dentro de una perspectiva crítica que se asienta en un carácter definidor del autor, su declarado “optimismo estratégico”. Pero antes de pasar a la acción, antes de promover el cambio, Soja debe desmontar algunos supuestos básicos generalmente aceptados. Dos de ellos son, a mi entender, fundamentales.


    El primero es la escasa consciencia de que la justicia tiene, siempre y en todo momento, consecuencias geográficas y espaciales. De la misma manera que ocurre al contrario: “la geografía, o la espacialidad, de la justicia es un componente integral y formativo de la propia justicia, una parte vital de cómo la justicia y la injusticia se construyen socialmente y evolucionan con el tiempo”. Natalio Irti, en su libro Norma e luoghi. Problemi di geo-diritto (Laterza) abría su primera página con una afirmación que suele pasar desapercibida en nuestro entorno: “el derecho tiene necesidad del dónde”. Leyendo a Soja, podríamos alterar levemente esta frase: “el derecho tiene consecuencias en el dónde”, de la misma manera que el “dónde” tiene consecuencias sobre el derecho (en su doble acepción de law y justice, véase el caso de Guantánamo y el código de justicia aplicado en este enclave). Necesitamos, pues, un Derecho spatially sensitive.


    Esta relación entre justicia y espacio permite construir un puente amplísimo y de gran actualidad para resolver muchos de los problemas que tenemos planteados en nuestra sociedad. Geógrafos, jueces y abogados, expertos en derecho, profesionales de la ciencia política, sociólogos de la ciudad, antropólogos urbanos…, (además de activistas sociales y urbanos, categoría muy querida por el autor), pueden encontrar en la alianza entre justicia y espacio que propone Soja un estimulante campo de actuación. Mediante la construcción de puentes como éste, de espacios (nunca mejor dicho) intermedios, de ámbitos generalistas, superaríamos por elevación las estrictas fronteras de las disciplinas y de los estudios y análisis para embarcarnos en una aventura por nuevos confines de la existencia urbana. La (in)justicia espacial se entrecruza en el camino de, al menos, cuatro itinerarios desgraciadamente poco conectados: el derecho, la ciencia política, la sociología y la geografía humana. La espacialidad de la (in)justicia es la cara de una moneda cuya cruz (o viceversa) no es otra que la (in)justicia de la espacialidad. En ambos casos, Soja propone la construcción de una teoría espacial de la justicia que abrace a todos aquellos no resignados a circunscribir su trabajo a los estrechos límites de su propia disciplina.


    Pero hay otra idea que suele pasar igualmente desapercibida en la actualidad y que Soja se propone desmontar, siguiendo (o eso a mí me lo parece) los pasos de una de las pensadoras más lúcidas y valientes de los tiempos recientes, Hanna Arendt. Como ella, Edward William Soja nos recuerda la “banalidad” del capital. Así como Arendt nos mostró con la figura de Eichmann que el mal puede llegar a ser banal, Soja nos alerta de que la ciudad capitalista, la que conocemos, las operaciones urbanas que en ella ocurren, la injusticia (ahora sí, sin paréntesis) de su espacialidad, la persistencia de desequilibrios profundos en la misma “no es necesariamente el producto de capitalistas codiciosos que conspiran para drenar la riqueza de un área determinada mediante el establecimiento de una línea roja de “no pasar” a su alrededor”. Sencillamente es el resultado de dejar que la ciudad funcione “normalmente”, que se produzcan las operaciones diarias habituales del mercado y la ordinaria búsqueda de competitividad con el fin de maximizar beneficios. Dejemos funcionar a nuestra ciudad libremente y, dice Soja, “siempre habrá alguna zona de la ciudad que esté prácticamente definida de esta manera, donde los ahorros locales y el ingreso residencial se transfieran a otras áreas y a intereses externos, basados en gran medida en la percepción de que la zona afectada es peligrosa, inestable, o simplemente un lugar poco atractivo para hacer negocios”. En otras palabras whatever you don’t do with people, you are actually doing to them (como señaló A.Gibbon en una reseña de este mismo libro en la revista City en 2010). Y en un juego de escalas típico del geógrafo (y que siempre trato de explicar a mis alumnos), Soja nos recuerda que “en la medida en que siempre habrá este tipo de áreas en una economía urbana dominada por el mercado, también se podría decir que sin una intervención significativa y persistente siempre habrá un Tercer Mundo o su equivalente en la división global capitalista del trabajo”. Y esta reflexión sobre la “banalidad” del capital (en el sentido de funcionamiento cotidiano de un sistema que ya no necesita del capitalista agresivo, retorciendo sus manos al estilo del mister Scrooge dickesiano o, con un símil más actual y cercano a algunos de nuestros estudiantes, del señor Burns de los Simpson) permite avanzar un paso y señalar la opinión de Soja de que el mantenimiento del statu-quo trabaja a favor de la dominación, es decir, que tanto las técnicas, estudios y análisis científicos y académicos como los procedimientos de gestión de la ciudad “convencionales” (ahora sí, de nuevo la enorme banalidad de la participación ciudadana al uso en España mediante los consabidos períodos de alegaciones o, en cualquier caso, su consulta a posteriori de la propia concepción de la intervención urbana) no hacen otra cosa que reproducir las injusticias del sistema y perpetuar su desigualdad. Esta afirmación es una andanada en toda regla tanto a una geografía neutral, a una gestión burocrática de los derechos ciudadanos y a un Derecho insensible hacia las consecuencias espaciales de sus actos. Que representemos a la justicia ciega no quiere decir que tenga los restantes sentidos paralizados… Por ello, Soja propone que toda operación urbana debiera pasar una especie de “test de justicia (espacial)” deslizando la sugerencia de que el mundo del derecho profundice en la reflexión sobre un corpus de “principios jurídicos de responsabilidad territorial o espacial”. Sólo desde la comprensión de esta perspectiva, uno puede llegar a entender la profunda injusticia de algunas “banales” operaciones urbanas que, sin rubor alguno (más bien, sin reflexión ni escándalo), recompensan a los ricos y por contra castigan a los pobres. Véase el caso de una ciudad media española. Digamos que se decide desde el gobierno regional crear una gran infraestructura cultural en una zona sin urbanizar del municipio. A su alrededor, una vez realizada la obra, nace un nuevo barrio, barrio que, como podemos suponer, es ocupado por una clase social elevada a la par con la nueva infraestructura que modela la imagen de la ciudad y que es convertida en icono de su crecimiento y bandera de la nueva urbe. Pues bien, dado el modelo de urbanización seguido, la ciudad exige a los agentes urbanos que participan en la construcción de este nuevo barrio (por su situación y vistas destinado, repetimos, a las clases medias-altas y altas) hacerse cargo de una serie de equipamientos que deben costear como cargas urbanas por su beneficio urbanizador, entre ellos, pongamos por caso, instalaciones deportivas como una piscina cubierta y un moderno polideportivo. De esta manera, la ciudad equipa casi automáticamente de instalaciones (por el propio perverso sistema de urbanización elegido) a los barrios social e individualmente mejor dotados de la ciudad, mientras los barrios compactos de la periferia urbana o de su centro histórico tienen que esperar, en el mejor de los casos, su turno en los presupuestos generales de una debilitada arca local. ¿Tienen los vecinos “ricos” del nuevo barrio derecho a una piscina cubierta y a un moderno centro deportivo? Sin duda. Pero tal vez tengan derecho antes quienes no puedan pagarse un pase en un gimnasio privado: la transferencia de dinero podría ser, por qué no, de los barrios ricos (cargas urbanísticas) a los pobres (infra-dotaciones). Sería toda una novedad. Esto es (in)justicia espacial. Veamos otro ejemplo más banal. En el corazón del ensanche burgués del siglo XIX de una ciudad española, se alza un antiguo mercado de corte modernista. Rehabilitado con el dinero de todos, hoy es utilizado como espacio de ocio, restauración y paseo especialmente (y lógicamente, debido a su proximidad) por los habitantes cercanos. Cuando se acercan las fiestas del calendario urbano (Navidades, celebraciones locales) este mercado bulle de actividad, de música, de oferta social y de entretenimiento, ¡reforzando el atractivo del barrio y revalorizando su parque mobiliario ya bastante revalorizado! ¿No tienen derecho los ricos a una decoración navideña y a una meliflua orquesta tocando temas dulzones en las frías tardes de diciembre? Claro que sí. Pero tal vez, decoración y orquestación debieran ser pagados por la municipalidad en los, esto sí, fríos y desangelados mercados municipales de los abandonados barrios de la periferia urbana… Esto es (in)justicia espacial, anecdótica y simplistamente explicado. Edward Soja lo hace mucho mejor en las siguientes páginas.


    Soja se mueve cómodamente entre dos extremos. Uno de ellos es la reflexión ontológica sobre el espacio y la necesidad consecuente de sustituir la dialéctica socio-temporal heredada de la explicación del mundo tradicional por una trialéctica en la que a las dos dimensiones anteriores (tiempo y sociedad) se sume la espacial (Soja, en una entrevista realizada en 2011 se define como “un teórico espacial”). Sólo así, pensando en un taburete de tres patas (o un circulo de tres ejes o, mejor todavía, en una espiral de tres brazos) las ciencias humanas estarán en posición de entender el funcionamiento correcto de la sociedad. Soja, con esta idea, combate el privilegio intrínseco del tiempo sobre el espacio, de la historia sobre la geografía y busca una ontología reequilibrada en la que todos los aspectos de la socialidad humana se entiendan como constituidos espacio-temporalmente. El otro extremo del libro de Soja es la descripción detallada de alianzas, operaciones, coaliciones, movimientos de base, estrategias y acciones generalmente desarrolladas en el escenario de la ciudad de Los Ángeles (el mismo autor, en aquella entrevista de 2011 complementa su autodefinición como “un geógrafo humano crítico”). ¡Débats et combats, que proponía Ferdinand Braudel en 1958! Así, el lector de este libro podrá iniciarse en conceptos que Soja ha desarrollado previamente en otras obras, como el de trialéctica que acabamos de mencionar, el spatial turn (o giro espacial que caracteriza las ciencias sociales en la actualidad) o la geografía y la ciudad postmoderna. Quien lo desee podrá ampliar sus conocimientos sobre estos y otros conceptos teóricos de Soja en las obras que el mismo autor cita en su extensa sección de notas y referencias o en las investigaciones ya recomendadas de Albet y Benach. Al mismo tiempo, este libro ofrece unas reflexiones de primera categoría para todos aquellos que quieran penetrar en la discusión sobre qué es el espacio (véase la Introducción y Capítulo 3, por ejemplo, donde desarrolla el concepto de conciencia espacial), la escala (Capítulo 2, donde el movimiento cómodo de Soja por diferentes escalas de la vida humana muestra su agilidad y la potencia del concepto aplicado tanto a los banlieu como al desarrollo desigual, tanto a las geografías post-coloniales como al problema de Palestina, tanto los movimientos urbanos como al urbanismo obsesionado por la seguridad y reflejado en nuestros bien conocidos “barrios cerrados”) o incluso discusiones sobre la crisis global actual, específicamente urbana, como ha reconocido David Harvey (véase el Capítulo 6). De la misma manera, el lector interesado por los movimientos sociales de base urbana (por la nueva coalition-builindig theory and practice), por las prácticas del bien común, por las luchas por los derechos de la ciudad encontrará (en el Capítulo 5) geografías feministas en acción (no todo es capital), luchas por las transformaciones espacios urbanos postindustriales y experiencias de alianzas teórico-prácticas y académico-sociales para la dignificación de espacios de la ciudad. Este interés de Soja por las consecuencias del pensamiento y la práctica patriarcal y machista lo aleja de un pensamiento estricta y cerradamente marxista (“el Marxismo no es como el embarazo o la muerte, que exige el 100 % de adscripción”, escribió el propio Soja en 2011) en una discusión que nos recuerda la que los geógrafos Horacio Capel y Jean-Paul Garnier protagonizaron en las páginas de Scripta Nova, dentro del portal Geocrítica, en el año 2011. Como recuerda Soja, “las luchas por el derecho a la ciudad no deben reducirse sólo a las luchas contra el capitalismo (…) Hay otras muchas fuerzas que dan forma a estas geografías injustas, como el racismo, el fundamentalismo religioso y la discriminación por razón de género, así como las prácticas espaciales que no se diseñan necesariamente sólo, o siempre, para reforzar las diferencias de clase, como la delimitación del distrito electoral y otras circunscripciones, el emplazamiento de instalaciones tóxicas, la construcción de sistemas de transporte colectivo, la ubicación de escuelas y hospitales, la formación de asociaciones de vecinos, la producción de alimentos y los huertos comunitarios, las leyes por zonas, o las agrupaciones residenciales de profesiones concretas como artistas o ingenieros”. En este sentido, Soja (como él mismo comentó en un artículo de 2011) se propuso la tarea de “espacializar el marxismo”, mientras otros continuaban queriendo “marxificar” la geografía.


    Edward W. Soja, en este libro, nos remite a un hecho que suele pasarnos desapercibido: la profunda espacialidad de nuestras vidas y de nuestras decisiones y la necesidad de entender cómo los procesos sociales y espaciales se entrelazan para producir tanto geografías opresivas como liberadoras. Esta es una novedad interesante en el panorama de las ciencias sociales y del mundo del derecho y de la justicia. Lógicamente, no todo el mundo comparte las razones de Soja: entre los más ilustres descreídos, Sir Peter Hall, autor del conocido Ciudades del mañana. Historia del urbanismo en el siglo XX (en edición española por Serbal, 1996) y con quien el propio Soja mantuvo una polémica en las páginas de la revista City en 2012 sobre la orientación filosófica o no del texto. Sin embargo, como señaló Karl Schlögel en un libro memorable (En el espacio se lee el tiempo, Siruela, 2007) opinando sobre el Soja anterior a este volumen: “Algo queda de cierto en la crítica de Edward Soja y otros a la desespacialización: que las cuestiones tocantes al espacio han sido desterradas o desplazadas del pensamiento social e histórico”. Es preciso, pues, recuperar “las cuestiones tocantes al espacio” en la vida en general (la géographie de la vie, como señaló el maestro Vidal de la Blache en 1903), pero muy especialmente en la justicia y en el Derecho en particular.


    La lectura de este libro es muy recomendable pues reafirma no sólo la idea de que el espacio cuenta (somos seres profundamente espaciales, no solo temporales o sociales), sino que es preciso abordar la espacialización de la sociedad contemporánea desde una perspectiva crítica, que busque la justicia espacial y el auténtico derecho a la ciudad que sus habitantes, todos, tenemos. Soja recuerda que de las palabras griega y latina de ciudad (polis y civis) provienen la mayor parte de vocablos que definen nuestra convivencia social: política, policía, polite (en inglés, educado, cortés), civilización, civil, ciudadano, cívico… Soja entronca así con el pensamiento de Henri Lefebvre, Michel Focault o David Harvey (a quienes menciona muchas veces en estas páginas y con quienes dialoga mediante extensas citas de sus obras) y abre nuevas perspectivas a los teóricos del espacio y de la justicia pero también a su práctica. Soja se mueve con soltura entre el act-tank y el think-tank (en algunas reseñas ha sido definido como un scholar-activist o un academic agent for change) de un pensamiento radical como mínimo vigorizante que permite sabernos más dueños de nuestro entorno y menos obsecuentes con el poder y la administración en su gestión anodina (y banalmente perversa) del espacio.


    ¿Cuándo veremos en España o en América Latina un juicio en el que la ciudadanía denuncie a su administración local o regional por un supuesto delito de injusticia espacial, por no haber transporte público suficiente, por reducirlo hasta un tránsito episódico, por condicionar la vida de los ciudadanos con decisiones que afectan su vida cotidiana y que se refieren a sus desplazamientos por la ciudad? ¿Cuándo la distribución desigualmente espacial de servicios médicos o educativos será considerada punible? ¿Cuándo los derechos espaciales estarán tutelados como los son los derechos sociales? ¿Cuándo seremos capaces de proceder a una interconexión de escalas entre lo global y lo local para desenmascarar operaciones urbanas relacionadas con las estrategias de grandes superficies comerciales, como Wal-Mart en Estados Unidos? ¿Cuándo reconoceremos la espacialidad de nuestra vida y la necesidad de una nueva conciencia espacial que guie nuestra actuación?


    La espacialidad de la existencia social (que metodológicamente se convierte en putting space first, como suele señalar el propio Soja) es todavía una asignatura pendiente entre nosotros. Ojalá este libro ayude a desvelar su auténtico significado y repercusión.


    Josep Vicent Boira


    Universitat de València

  


  
    Prólogo


    “Una injusticia en cualquier lugar,


    es una amenaza a la justicia en todas partes”


    Martin Luther King,


    Carta desde la cárcel de Birmingham,


    16 de abril de 1963


    En octubre de 1996 tuvo lugar un momento memorable en la historia urbana —y en la geografía— americana en un juzgado del centro de Los Ángeles. Un trascendental acuerdo sin precedentes resolvió una demanda colectiva interpuesta contra la Autoridad del Transporte Metropolitano de Los Ángeles (MTA) por una agrupación de organizaciones de base que representaban a usuarios que dependían del transporte público para sus necesidades básicas. Se decidió que, al menos durante los siguientes diez años, la MTA compensaría décadas de discriminación contra los pobres que dependían del transporte urbano y que no podían permitirse conducir un coche, estableciendo como prioridad presupuestaria mejorar la calidad del servicio de autobuses y garantizar un acceso equitativo a todas las formas de transporte público colectivo.


    El resultado directo del caso Labor/Community Strategy Center et al. c. Los Angeles County Metropolitan Transit Authority, conocido también como la decisión Bus Riders Union (BRU) no fue simplemente una reprimenda. Según el acuerdo, la MTA no sólo tenía que comprar un número concreto de autobuses nuevos respetuosos con el medio ambiente, sino también reducir el hacinamiento, congelar las tarifas, impulsar la seguridad en los autobuses, reducir la criminalidad en los mismos y proporcionar servicios especiales para facilitar el desplazamiento al trabajo, a los centros educativos y a los de salud. De seguirse estas exigencias al pie de la letra, éstas absorberían todo el presupuesto operativo de la MTA, haciendo imposible continuar con sus ambiciosos planes de aquel momento, esto es, construir una red ferroviaria urbana para que Los Ángeles continuara siendo considerada como una de las grandes ciudades del mundo. También se creó un Joint Working Group (Grupo de trabajo conjunto) entre el BRU y la MTA para mantener la influencia del primero sobre la política de transportes.


    Al tratarse de un ataque directo contra las prácticas racistas, la decisión Bus Riders Union supuso el renacimiento del movimiento de derechos civiles e impulsó las comparaciones con el famoso caso Brown c. Board of Education de 1954 sobre la segregación racial en las escuelas. En este caso también se consideró que un segmento de la población estaba siendo discriminado por la existencia de dos sistemas separados y desiguales que proporcionaban un servicio público vital, en este caso el transporte público colectivo. Al mismo tiempo, constituía también una expresión inspiradora para el movimiento por la justicia ambiental, para la lucha contra la injusticia racial y la discriminación basada en el lugar de residencia, reafirmando la visión de que el lugar de residencia podía tener consecuencias negativas sobre aspectos importantes de la vida diaria y de la salud.


    En ninguna gran ciudad americana había sucedido algo parecido en relación con el servicio de transporte público hasta ese momento. Otorgar tal prioridad a las necesidades de una amplia minoría trabajadora pobre supuso un cambio increíble de la planificación urbana gubernamental en los Estados Unidos de América, como un servicio que se proporcionaba casi siempre para favorecer a los residentes adinerados, incluso en nombre de la lucha contra la pobreza. También contradecía la política americana de la época, de ascendencia neoconservadora, en contra de las reformas basadas en el bienestar y más interesada en debilitar los derechos civiles y los esfuerzos por combatir la pobreza. Había muy pocos ejemplos en el país de movimientos sociales de base exitosos que afectaran a la planificación y gestión urbana a tal escala de compromiso presupuestario. En esencia, el acuerdo se materializó en la transferencia de miles de millones de dólares de un proyecto que favorecía a los ricos desproporcionadamente a otro proyecto que beneficiaba más a los pobres.


    Incluso más sorprendente fue que la decisión se dictara en Los Ángeles, que no es conocida históricamente por ser un entorno urbano progresista para organizaciones obreras o comunitarias. Los Ángeles ha sido el centro de dos de las revueltas urbanas de justicia racial más sangrientas de la historia de Estados Unidos, en 1965 y en 1992, que no tuvieron demasiado éxito a la hora de aliviar los problemas que las originaron, desde la pobreza y la discriminación a gran escala hasta la violencia policial racista. A mediados de los noventa, la atención pública se dirigió hacia un ambicioso pero costoso programa de construcción de un sistema ferroviario que alimentaba el orgullo local y el deseo de sumarse a la lista de ciudades importantes del mundo con avanzados sistemas de ferrocarril metropolitano. Sin embargo, con algunas excepciones, pocas, la construcción del ferrocarril terminó pronto tras la decisión BRU y la consecuente pérdida de apoyo público para el costoso y problemático proyecto.


    Las dos organizaciones clave detrás de la exitosa demanda colectiva fueron el propio Bus Riders Union (Sindicato de pasajeros) y los demandantes principales del caso, el Labor/Community Strategy Center (L/CSC, Centro de estrategia laboral/comunitario), que inició el proceso y encabezó la creación de una coalición más amplia. La Bus Riders Union/Sindicato de Pasajeros no es un sindicato tradicional, sino una masiva organización multirracial y antirracista de usuarios dependientes del transporte, dirigida a mejorar el sistema de transporte público y las vidas de los más de 400.000 trabajadores pobres de Los Ángeles, predominantemente minorías y mujeres. Forma una rama de la organización L/CSC, o Strategy Center, una organización activista fundada en 1989 como, en sus propias palabras, un activo think tank/act tank antirracista, anticorporativo y antiimperialista centrado en la práctica dirigida por la teoría. Persigue generar campañas de masas para la clase trabajadora y nacionalidades oprimidas, en particular para los trabajadores y las comunidades negra y latina. El Strategy Center dirige una National School for Strategic Organizing (Escuela nacional de organización estratégica) y publica Ahora Now, una revista política bilingüe.


    Tras el anuncio del acuerdo, las organizaciones ganadoras, BRU y Strategy Center, proclamaron sus logros con un merecido y grandioso lenguaje. Estaban “conduciendo el autobús de la historia”, produciendo “miles de millones para autobuses” en una lucha permanente de justicia en la “concurrencia de transporte colectivo, derechos civiles y medioambiente”, creando “una nueva visión para el transporte urbano” y “una nueva teoría de insurgencia urbana en una era de capitalismo transnacional”. En un artículo publicado en el Socialist Register en 2001, Eric Mann, director del Strategy Center, describía su esfuerzo como “una lucha racial, de clase, de género, todo al mismo tiempo”. Para más información sobre esta organización y referencias adicionales, véase las “Notas y Referencias” al Capítulo 6.


    Hollywood también se hizo eco de la importancia de la decisión. El director y cineasta Haskell Wexler, activista y ganador de un premio de la Academia, pasó tres años con el BRU y produjo un largometraje en el que detallaba sus esfuerzos visionarios, lo que se sumó a sus anteriores trabajos sobre cuestiones laborales (Matewan, 1987), la Guerra de Vietnam, la tortura en Brasil y las revueltas en Chiapas, México. Aunque la victoria del BRU fue de ámbito local, tuvo una repercusión global, impulsada por la ambición de sus líderes.


    Definiendo la igualdad en el transporte y la justicia


    La extraordinaria decisión judicial de 1996 contenía múltiples factores. Por un lado, supuso el reconocimiento de que cualquier inversión en formas alternativas al transporte colectivo (como los sistemas ferroviarios) que comprometían los servicios vitales de autobús, especialmente para los pobres de la ciudad, era discriminatoria e injusta. En términos legales específicos, violaba el Título VI de la Ley de Derechos Civiles de 1964, norma que definió e impulsó el movimiento de los derechos civiles. Las necesidades de transporte de las minorías pobres y raciales no fueron nunca ignoradas por completo por los planificadores del transporte, pero se argumentaba que estaban sistemáticamente subordinadas a las necesidades y expectativas de los que vivían por encima del umbral de la pobreza. Se consideró necesario adoptar medidas como una redistribución masiva de recursos y un mayor cambio en las políticas públicas para reconducir décadas de discriminación sistemática, geográfica y racial.


    Esta atrincherada forma de discriminación hacia las necesidades de transporte de los pobres encuentra su raíz en un patrón de inversión discriminatorio incluso mayor, que ha dado forma a la geografía y al entorno constructivo de Los Ángeles y de otras grandes áreas metropolitanas a lo largo del siglo XX. Me refiero a la pronunciada brecha de inversión existente entre la construcción y el mantenimiento de carreteras y autopistas, por un lado, y la construcción de todos los demás medios de transporte de masas, por otro. El resultado de este proceso discriminatorio social y espacial fue el establecimiento de una geografía de transporte metropolitano injusta, que favorecía a los ricos, a la población con más de un coche en los anillos suburbanos, por encima de la aglomeración masiva de inmigrantes y de los usuarios dependientes del transporte público, trabajadores pobres, en el área interior de la ciudad.


    En la época del acuerdo, en 1996, el área urbana de Los Ángeles, conformada por cinco condados, se había convertido en la más densa de Estados Unidos, con más de cinco millones de personas, predominantemente inmigrantes y sobre todo trabajadores latinoamericanos residentes en el populoso núcleo central de la ciudad, y muchos más poblando las nuevas ciudades y formando lo que han sido clásicamente los suburbios. Algunas estimaciones denunciaban que el 40 % de la población estaba viviendo en la pobreza, o por debajo del umbral de la pobreza, con una creciente proporción de mujeres y niños. Un informe de Naciones Unidas publicado tras las revueltas de 1992 denunció que la brecha entre ricos y pobres en Los Ángeles y en la ciudad de Nueva York era la más amplia en el mundo desarrollado y se estaba acercando a Karachi, Bombay y Ciudad de México.


    La reestructuración económica, la creciente pobreza y polarización social, y el auge de la llamada Nueva Economía han empeorado los problemas de los pobres dependientes del transporte público y de las familias de las minorías concentradas en el centro de la ciudad. Casi todos los trabajadores humildes tenían varios trabajos, tanto secuenciales como simultáneos, y en muchos casos esos trabajos, como personal de servicio doméstico, jardinería, limpieza, cuidado de niños, especialistas en la gestión de hogares, se desarrollaban en lugares distintos, por lo que requerían viajar a diferentes lugares esparcidos por la ciudad. La simple estructura espacial radial del propuesto sistema ferroviario, parcialmente construido, nunca podría servir a los trabajadores pobres del centro de la ciudad de una forma tan eficaz como la densa malla de una red flexible de autobuses.


    La decisión judicial contenía otros factores locales. Tras lo que algunos llamaron las Justice Riots (Revueltas por la justicia) de 1992, la confianza en que los gobiernos local, estatal o federal pudieran controlar la magnitud de los problemas a los que se enfrentaba Los Ángeles, se hizo añicos. Mientras algunos activistas progresistas se alejaron de los políticos, otros reconocieron la necesidad de promover nuevos tipos de movimientos sociales colectivos y conectados, que retaran al poder neoliberal y neoconservador. En los años noventa, se desarrollaron muchas campañas y alianzas comunitarias alrededor de Justice for Janitors, la necesidad de un salario digno, los efectos diferenciadores de la inversión pública, la disponibilidad de vivienda asequible, y lo que la organización Los Angeles Alliance for a New Economy (Alianza de Los Ángeles para una nueva economía) (LAANE) llamó desarrollo con justicia. Sin embargo, los exitosos y comprometidos esfuerzos del Strategy Center y sus aliados resaltaban sobre los demás.


    Fundado sobre raíces más profundas, y retornando a las luchas contra el cierre de las plantas de automóviles en una época anterior a la desindustrialización (véase en particular Taking On General Motors de Eric Mann, publicado en 1987), el Labor/Community Strategy Center se encontraba entre los líderes originarios del movimiento de justicia antirracista y ambiental en Estados Unidos desde su fundación en 1989, y continúa siendo un actor importante hoy día. Jugó un papel clave conectando las luchas contra el racismo ambiental y por la igualdad y la justicia en el transporte, con el Bus Riders Union, quizá la organización de base más exitosa para hacer crecer ese esfuerzo.


    Junto con el BRU y el Strategy Center, había otros muchos actores involucrados en la decisión judicial. En el lado de la acusación se encontraba, sobre todo, la MTA, autoridad pública relativamente nueva creada en 1992 mediante la fusión de la Los Angeles County Transportation Commission (Comisión del transporte del condado de Los Ángeles) (LACTC) y el Rapid Transit District (Distrito de transporte rápido) (RTD). Aunque había excepciones, en conjunto la LACTC tendía a apoyar el transporte por ferrocarril a gran escala y los intereses del condado. Debe recordarse que la ciudad de Los Ángeles es sólo uno de los casi noventa municipios comprendidos en el extenso territorio que conforma el Condado de Los Ángeles, considerado una de las unidades de gobierno local más grandes del mundo. En 1990, el Condado contaba con una población de más de ocho millones, de los que menos de la mitad residían en la extrañamente formada ciudad de Los Ángeles.


    También de ámbito condal, el RTD controlaba el enorme aunque delicado sistema de autobuses, así como varias líneas de ferrocarril. La fusión creó una nueva organización en la que la mayoría defendía el ferrocarril y las prácticas de transporte convencional, pero había una minoría que prefería la flexibilidad del transporte en autobús y estaba seriamente preocupada por cuestiones relacionadas con la igualdad y la justicia en el transporte. La Junta Directiva de la MTA estaba formada tanto por partidarios del tren como del autobús pero también reflejaba una división competitiva entre los que se podrían llamar regionalistas de condado y centralistas de ciudad, los primeros dirigidos por los cinco supervisores del condado y los últimos por el alcalde y el consejo de la ciudad de Los Ángeles. El Consejo de trece miembros estaba formado por los cinco supervisores, el alcalde de L.A. y tres personas nombradas por él, y cuatro más procedentes de otras partes del condado elegidas por un comité de selección.


    La coalición de la oposición, dirigida por BRU y Strategy Center, también incluía la organización Korean Immigrant Workers Advocates (Defensores de los trabajadores inmigrantes coreanos) (KIWA), una organización de servicios comunitarios sin ánimo de lucro que desempeñó un papel clave en mejorar las relaciones entre las comunidades afroamericana y coreana tras los conflictos de 1992 y en continua lucha por los derechos de inmigrantes y trabajadores; el Southern Christian Leadership Council of Greater Los Angeles County (Consejo de liderazgo cristiano del sur del condado del Gran Los Ángeles), la organización nacional de derechos civiles que apoyó a Rosa Parks en sus esfuerzos para acabar con la segregación racial en los autobuses y otros servicios públicos; y miles de demandantes individuales que representaban a la “clase” formada por los usuarios dependientes del autobús. Los fiscales jefe del caso provenían de la Western Regional Office (Oficina regional occidental) del Legal Defense and Education Fund (Fondo de defensa jurídica y educativa) del NAACP, con algún apoyo de la American Civil Liberties Union Foundation of Southern California (Fundación de la unión estadounidense de libertades civiles del sur de California) y el Environmental Defense Fund (Fondo de defensa del medio ambiente).


    DLF es un despacho de abogados de interés público que tuvo un papel decisivo en el movimiento nacional de derechos civiles. Su mayor y conocido éxito fue la decisión del Tribunal Supremo de 1954 en Brown c. Board of Education, que terminó con la segregación en las escuelas, un caso que pudo involucrar finalmente la importancia política y simbólica de los autobuses. DLF se ha comprometido especialmente en construir coaliciones que persiguen la justicia social y ambiental y se involucró activamente en influir en las políticas de la MTA a favor de los trabajadores pobres. Su compromiso hacia los demandantes fue incuestionable, aunque la coalición BRU-L/CSC, más radical, estableció sus propias prioridades de manera persistente y vigorosa incluso cuando LDF no estaba del todo de acuerdo. A pesar de la existencia de puntos de vista divergentes, resulta complicado imaginar un equipo de abogados más preparado para defender esta demanda, que se inició formalmente en 1994.


    La interacción entre intereses políticos y profesionales opuestos durante el periodo previo a la decisión judicial y, se podría añadir, tras el pronunciamiento del acuerdo, fue inusualmente intensa y controvertida. Quizá lo más significativo en estos debates fuera la exposición al público de los importantes matices raciales, clasistas y geográficos que subyacen en toda forma de planificación urbana. Fue casi como si los escritos de los geógrafos críticos con las injusticias que caracterizan el funcionamiento normal de la moderna metrópolis llegaran intensamente a la opinión pública de Los Ángeles.


    La decisión judicial se caracterizó por un choque entre dos puntos de vista contrapuestos sobre la igualdad y la justicia. La MTA sintió que estaba comprometida con la justicia en el transporte, pero su concepto de igualdad era bastante diferente al mantenido por el BRU. Como autoridad del condado fuertemente influenciada por Consejos de supervisores generalmente muy conservadores y predominantemente blancos, definía principalmente la igualdad en términos administrativos y territoriales. Si todos los distritos supervisados tenían un transporte colectivo igualmente eficaz y servían de alguna manera a las necesidades de los pobres, entonces el sistema se consideraba igualitario. Esta visión territorial de la igualdad y de la justicia en el transporte se fundamentaba en una perspectiva geográfica “plana” y también ignoraba la geografía marcadamente desigual de las necesidades del transporte. También se reconocía siempre la importancia del centro como núcleo del condado y de la región, así como la de lugares donde se desarrollan actividades clave como el aeropuerto internacional LAX y los puertos gemelos de Los Ángeles y Long Beach, pero los límites que más importaban reflejaban, por encima de todo, los intereses políticos del Consejo de supervisores y sus asociados.


    El principio constitucional de no discriminación garantizaba un cierto nivel de justicia en el transporte, pero de la misma manera que en el Senado de Estados Unidos y en la Cámara de Representantes, se aseguraba principalmente evitando favorecer un distrito territorial, o circunscripción, sobre otro, en la distribución de beneficios (con la excepción encubierta de las subvenciones públicas para los políticos más influyentes). Esto hizo que pareciera anticonstitucional prestar una especial atención a ciertas áreas y no a otras. No todos los integrantes de la MTA pensaban de esta manera, pero la justicia distrito a distrito solía dominar el conjunto de la cultura política, y su lógica se usó en este caso para defender políticas y decisiones de la MTA contra lo que se percibía como una discriminación racial fundamentalmente incomprensible y contra lo que se consideraba esencialmente motivos turbios e injustificados de discriminación racial.


    Esta manera de pensar se basaba en gran manera en prácticas de planificación convencional. Si las políticas, ya fueran sobre ferrocarril o autobús, favorecían a la ciudad de Los Ángeles sobre el resto del condado, se consideraba por muchos como una discriminación inaceptable. Aunque se reconociera que las minorías raciales y étnicas merecían una atención especial, la MTA argumentó con montañas de datos que todo segmento de su planificado sistema de transporte colectivo transportaba, si no a la mayoría, sí a un importante número de minorías y gente pobre. Que unos cuantos segmentos, como el sistema de metro ligero Metrolink, que servía al extenso Valle de San Fernando o la Línea Azul a Pasadena, transportaran principalmente pasajeros blancos sólo era justo en esta lógica de planificación pensada para satisfacer a todos. ¿Cómo podría haber reclamaciones de discriminación racial y espacial?


    La coalición entró en la batalla con una perspectiva estratégica muy diferente. Argumentaron, con abundantes datos incriminatorios, que había un largo historial de discriminación por medio de inversiones desproporcionadas y especial atención hacia los servicios de transporte que servían a los más adinerados, mientras otros usuarios dependientes a diario del transporte permanecían seria y sistemáticamente desatendidos. Se mostró en un determinado momento que cada viaje de Metrolink estaba subvencionado con más de 21 dólares, mientras el viaje de autobús lo estaba con algo más de 1 dólar. Se demostró que cuando se da prioridad a las necesidades de los pobres dependientes del transporte, emerge una visión muy distinta de la justicia y de la discriminación, una visión que reclama cambios significativos en políticas públicas y prácticas de planificación.


    Las deliberaciones judiciales revelaron los matices profundamente incrustados en la planificación del transporte urbano que daban forma no sólo a las acciones de la MTA sino prácticamente de todas las agencias de planificación del país. El matiz no sólo era cuestión de magnificar un análisis simplista costes-beneficios sino privilegiar intrínsecamente a los conductores adinerados y, por ello, discriminar activamente a aquellos residentes que tenían poca elección aparte de utilizar transporte público para trasladarse al trabajo, a la escuela, al centro de salud, para ir de compras y a lugares de ocio.


    Esta ideología centrada en el coche parecía sumamente racional para la mayoría de los urbanistas profesionales. Dirigida a proporcionar el mejor servicio posible para la población en su conjunto, centraba su atención en la mayoría de usuarios y sus necesidades, una estrategia aparentemente admirable. En la mayoría de áreas metropolitanas del mundo en las que, como en Los Ángeles, no existe un sistema de ferrocarril metropolitano, la mayoría de trayectos se realizan en automóvil. Esto significa normalmente que el sector del transporte privado supera al del transporte público o colectivo en niveles de inversión tanto en términos absolutos como per capita, especialmente cuando se incluyen todos los gastos públicos para la construcción y el mantenimiento de calles y carreteras, así como los precios de los automóviles, seguros, etc.


    Cuando los planificadores del transporte bienintencionados incluyen cuestiones relativas al transporte de masas en estos términos, especialmente cuando se trata de elegir entre el ferrocarril y el autobús, el autobús suele perder casi siempre. Aunque sistemas ferroviarios como el BART o cualquiera de los sistemas construidos más recientemente nunca alcancen los objetivos más optimistas de sus promotores a la hora de sustituir los desplazamientos en coche privado, siempre se habrán evitado miles de viajes en automóvil. Los autobuses también pueden sacar a los usuarios de sus coches pero continuarán bloqueando las calles y contaminando, salvo que se realicen mayores inversiones. Cuando la mayoría se traslada en coche, o al menos así se percibe por los planificadores del transporte, la inversión en ferrocarril tiende a ser más atractiva que la mejora del transporte en autobús. Y para la mayoría, la urgencia de parecerse más a Nueva York, o a Londres o a París, intensificaría esta postura y haría que la presión de invertir en ferrocarril pareciera eficiente y equitativa.


    No obstante, en cuanto se reconocen claramente las necesidades inmediatas de los pobres que dependen del transporte, todo cambia. Los Ángeles, considerada la ciudad más suburbana, proporcionó una expresión especialmente visible de la injusticia en el transporte en los noventa, con su masiva aglomeración de trabajadores inmigrantes pobres en la densa corona que rodea el distrito de los negocios. Muchos de los que dependen del transporte realizan varios trabajos, y habitualmente en varios lugares, por lo que casi siempre serán preferibles, y por lo tanto, urgentes, redes de autobuses flexibles, multimodales y densamente malladas, frente a sistemas ferroviarios, ya sean ligeros o de gran capacidad, en superficie o subterráneos.


    Como se demostró para Los Ángeles y puede servir probablemente para casi todas las ciudades de EE.UU., la discriminación o la injusticia en el transporte ha prevalecido como práctica habitual, casi sin restricciones e incuestionada, durante al menos los últimos ochenta años, o desde el principio de la era del fordismo. Mantener estas prácticas que favorecen a la conducción en automóvil no requiere que haya gente diabólica que tome decisiones basadas en la raza intencionadamente, basta con expertos bien formados que sigan procedimientos convencionales de toma de decisiones y planificación que favorezcan a los segmentos más ricos y poderosos de la población urbana. El cuestionamiento y la necesidad de actuar inmediatamente contra este sistema de discriminación en el transporte fue uno de los mayores y extraordinarios logros del caso Labor/Community Strategy Center et al. c. Los Angeles County Metropolitan Transit Authority. La importancia de la decisión no pasaría desapercibida.


    Consecuencias e implicaciones


    Por todas sus raíces locales, la victoria del BRU tenía implicaciones que sobrepasaban con creces la región de Los Ángeles. Si se hubiera permitido que se extendiera como precedente legal hasta sus límites potenciales, habría podido conducir a cambios radicales en la vida urbana a lo largo del país. Imaginen las posibilidades. Cualquier planificación por parte de cualquier autoridad pública, ya sea para transporte público o política sanitaria o para la situación de escuelas y parques de bomberos, podría ser sometida a un “test de justicia” para determinar si el patrón de distribución propuesto es justo y equitativo para todas las áreas y comunidades afectadas, justicia basada en las diferentes necesidades de ricos y pobres, así como de las poblaciones mayoritaria y minoritaria. También se podrían aplicar otros test similares a políticas de impuestos, distribución electoral por distritos, cierres de hospitales, programas de construcción de escuelas, efectos en la salud de la contaminación del aire y del agua, emplazamiento de instalaciones tóxicas, prácticamente toda decisión de planificación y política que influya en la vida urbana.


    No sorprende que el acuerdo suscitara reacciones enérgicas. La MTA y otras autoridades relevantes en la planificación, reforzadas por voces políticas más conservadoras y algunas liberales, se movilizaron para invertir o sabotear la decisión. Se instaron (y denegaron) recursos judiciales. En los medios locales aparecieron indicios de “temor rojo” similares a los que destrozaron los esfuerzos por construir viviendas públicas en Los Ángeles en los años cincuenta. Cuando estos temores no se afianzaron, hubo más ataques personales contra los dirigentes del BRU.


    Las reacciones no se ciñeron a Los Ángeles. El potencial radical de la decisión BRU y del acuerdo no pasó desapercibido en Washington y en la administración Bush, especialmente tras la inyección de poder presidencial al sistema judicial del régimen Bush-Cheney. El esfuerzo federal por prevenir la expansión potencial del precedente legal establecido por la decisión llegó a un punto álgido en 2001. En el caso Alexander c. Sandoval, basado en un recurso del Department of Transportation federal (DOT, Departamento de Transporte) interpuesto en Alabama contra exámenes de permisos de conducir realizados sólo en inglés, el Tribunal Supremo de EE.UU. bloqueó la posibilidad de que continuara utilizándose el precedente del BRU. En una decisión que contó con cinco votos a favor y cuatro en contra, no sólo consideró que el intento de discriminación debía de probarse, basándose en decisiones anteriores que debilitaban seriamente al movimiento de derechos civiles en su conjunto, sino que fue más allá al establecer que personas privadas no pudieran demandar al DOT u otra agencia federal con base en demandas dispares, esto es, sobre la base de supuestas prácticas discriminatorias. Hubo otros intentos de limitar el impacto de casos como el del BRU pero ninguno fue tan lejos como el Alexander C. Sandoval a la hora de proteger a las autoridades públicas contra toda demanda antidiscriminación.


    La decisión Sandoval supuso una barrera legal frente a los intentos de ampliar la victoria del BRU más allá de un impacto inmediato y local, aunque algunos aún animan a extender el modelo organizativo y estratégico del BRU a otras ciudades. El impacto local, no obstante, ha sido impresionante. De acuerdo con la página Web del BRU, se pusieron a disposición de los usuarios de autobús más de 2 mil millones y medio de dólares en el periodo de diez años comprendido entre 1996 y 2006. Se creó la flota de combustibles limpios más grande del país, reemplazando más de 1.800 autobuses diesel. Se añadieron al menos un millón de horas de servicio de autobús, se crearon más de ochocientos trabajos “verdes” y sindicalizados, los usuarios de autobús incrementaron en un 12 % y se añadieron muchos carriles rápidos de autobús en calles importantes. Seguramente no haya otras áreas metropolitanas en el país donde los servicios de autobús hayan mejorado de una manera tan significativa en los últimos quince años.


    El 1 de mayo de 2006, el BRU y el L/CSC ayudaron a organizar el “Great American Boycott” o, en español, el Gran Paro Estadounidense, donde posiblemente dos millones de personas se manifestaron pacíficamente a favor de los derechos de los inmigrantes y contra la creciente ola nacional de sentimiento antiinmigrante. Incluso después de la finalización del acuerdo, el 29 de octubre de 2006, la coalición estratégica se había extendido y sus esfuerzos se habían intensificado a la hora de protestar contra cuestiones como el racismo ambiental y el menosprecio policial a las minorías, las propuestas de nuevos planes de construcción ferroviaria y los aumentos de las tarifas de autobús, y otras cuestiones más amplias como la guerra de Iraq. Como se indica en su página Web actual, el Strategy Center y sus aliados han estado promocionando la extensión del modelo BRU a otras ciudades, como Atlanta, protestando enérgicamente contra recientes cambios regresivos en la política de la MTA, así como ampliando sus publicaciones y programas multimedia. En 2009, el Strategy Center publicó un Clean Air Economic Justice Plan (Plan de aire limpio y justicia económica) en el que presentaba un nuevo modelo de transporte urbano centrado en el autobús, en la justicia ambiental y el desarrollo económico, que se habría construido sobre fondos federales del paquete de estímulo económico del Gobierno de Obama.


    Hay mucho que aprender de los logros de la coalición estratégica tras la decisión del BRU y sus continuas luchas. Para los activistas de movimientos sociales y los académicos progresistas de todo el mundo, destaca por ser un modelo ejemplar y exitoso de insurgencia urbana por la búsqueda de una justicia racial, ambiental y espacial. Con un poco de optimismo estratégico se puede advertir cómo el BRU, junto con otras coaliciones que surgieron y que se han ido desarrollando en Los Ángeles en las últimas dos décadas, se han convertido en trampolines para un movimiento mucho más grande que persigue eliminar injusticias, allí donde se encuentren. Todo lo que sigue en En busca de la justicia espacial pretende alentar esta posibilidad.

  


  
    Introducción


    Las cuestiones relacionadas con la justicia no se pueden concebir independientemente de la condición urbana, no solo porque la mayoría de la población mundial vive en las ciudades, sino sobre todo porque la ciudad condensa las múltiples tensiones y contradicciones que impregnan la vida moderna.


    Erik Swyngedouw


    Divided Cities, 2006


    Así como ninguno de nosotros está por encima de la geografía, tampoco está completamente libre de la lucha por la geografía. Esa lucha es compleja e interesante, porque no es solo sobre soldados y cañones, sino también sobre ideas, sobre formas, sobre imágenes y fantasías.


    Edward Said


    Culture and Imperialism, 1993


    El caso Bus Riders Union proporciona un comienzo sugerente para una amplia exploración de la justicia espacial como concepto teórico, un punto central para el análisis empírico y un objetivo para la acción social y política. Guiando esa exploración desde el principio, se trata de la idea de que la justicia, se defina como se defina, tiene consecuencias geográficas, una concepción espacial que es algo más que una simple reflexión de fondo o un conjunto de atributos físicos que se trazan descriptivamente. Como se sugiere en las citas de arriba, la geografía, o “espacialidad”, de la justicia (usaré los dos términos de manera indistinta) es un componente integral y formativo de la propia justicia, una parte vital de cómo la justicia y la injusticia se construyen socialmente y evolucionan con el tiempo. Visto así, la búsqueda de la justicia espacial deviene fundamentalmente, casi inevitablemente, una lucha por la geografía, parafraseando a Edward Said.


    Esta lucha definitiva por la geografía se entiende mejor desde una perspectiva espacial asertiva, que enfatice lo que puede describirse como el poder explicativo de las geografías que emergen de la justicia. Dicho de otro modo, estas geografías emergentes no son sólo el resultado de procesos sociales y políticos, también son una fuerza dinámica que afecta a estos procesos de diferentes maneras significativas. Como espero demostrar, una perspectiva espacial asertiva y explicativa nos ayuda a tener un mejor sentido teórico y práctico sobre cómo se crea, se mantiene y se cuestiona la justicia social, como un objetivo de la acción social democrática.


    Esta contundente postura es más que una simple reclamación de “el espacio importa”, que geógrafos como yo hemos estado discutiendo durante décadas. Surge de una manera más ambiciosa de una profunda creencia, según la cual sean cuales sean tus intereses, pueden avanzar significativamente adoptando una perspectiva espacial crítica. El pensamiento espacial en esta línea no sólo puede enriquecer nuestra comprensión de casi cualquier tema sino también añadir potencial para extender nuestro conocimiento práctico a acciones más eficaces dirigidas a mejorar el mundo. Alcanzar este potencial de descubrimiento teórico y empírico, así como de aplicación práctica exitosa, define la promesa y la premisa particular de En busca de la justicia espacial.


    Poner en primer plano esa perspectiva espacial asertiva merece una mayor explicación, tanto para el público en general como para la audiencia académica, haciendo hincapié en que el pode r afectivo y explicativo del espacio es relativamente desconocido, y para algunos, bastante controvertido. No sorprende por ello que muchos sociólogos subrayen la perspectiva sociológica e histórica, más que la geográfica. Se otorga una atención primordial a los procesos sociales y a la conciencia social a medida que se desarrollan en el tiempo en comparación con lo que se podría llamar procesos espaciales, conciencia espacial y desarrollo espacial. De hecho, para muchos lectores, sospecho, colocar la palabra espacial junto a otras como procesos, conocimiento, desarrollo, y, más específicamente, justicia, democracia y Derechos Humanos podría parecer que desentona. Más que verse como una fuerza importante de acción social (y en consecuencia que influye en la búsqueda de justicia social), la dimensión espacial ha sido tratada tradicionalmente como un tipo de fondo fijo, un entorno físicamente formado que, ciertamente, tiene cierta influencia en nuestras vidas pero permanece ajeno al mundo social y a los esfuerzos para hacer que el mundo sea más justo socialmente.


    Durante al menos el pasado siglo, pensar sobre los aspectos históricos y sociales interrelacionados de nuestras vidas tendía a ser mucho más importante y ampliamente extendido en la práctica que destacar una visión crítica espacial. Reflexionar desde una perspectiva histórica ha sido de alguna manera más estimulante intelectualmente que hacerlo desde una perspectiva espacial o geográfica. Puede que no exista ninguna razón que justifique haber privilegiado la historia sobre la geografía o, en términos más abstractos, el tiempo sobre el espacio, pero tal privilegio persiste en la corriente principal de la filosofía y la ciencia social, así como en la teoría y práctica más radical o social. También contribuye fuertemente a formar el imaginario popular.


    En años recientes, sin embargo, la manera en que interpretamos la relación entre los aspectos sociales, históricos y espaciales de nuestras vidas ha empezado a cambiar en diferentes maneras significativas. Una visión nueva y diferente de pensar el espacio y la espacialidad ha empezado a emerger junto con lo que se ha descrito como un giro espacial que afecta a casi todas las ciencias humanas. Como se discute en el Capítulo 1, el giro espacial se encuentra aún en una primera fase, pero ya se ha desarrollado lo suficiente para sugerir que está empezando a producirse un reequilibrio entre las facetas social, histórica y espacial, sin que ninguna de esas maneras de ver e interpretar el mundo se privilegie inherentemente sobre las demás.


    El principal impulso para el resurgimiento y la difusión del pensamiento espacial y de la teoría espacial partió inicialmente de expertos críticos en geografía humana pero se ha desarrollado en los últimos años por académicos de muy variadas disciplinas, desde arqueología, arte y antropología, hasta Derecho, teología y economía. Aunque las facetas histórica y social siguen estando privilegiadas, posiblemente nunca antes en los últimos 150 años la perspectiva crítica espacial había estado tan extendida ni había sido tan influyente. A medida que las geografías emergentes se entienden mejor, variados conceptos y temas que hasta entonces habían sido raramente vistos desde una perspectiva espacial crítica, tales como el capital social y la justicia social, están siendo significativamente espacializadas en términos de causas y efectos.


    Dos ideas fundamentales que ya han sido mencionadas han ido conduciendo esta difusión interdisciplinar del pensamiento espacial. La primera hace referencia a la posibilidad prometedora de que aplicar la visión espacial asertiva utilizando facetas que han sido relativamente descuidadas en el pasado, puede abrir nuevas fuentes de conocimiento y aplicaciones prácticas y teóricas innovadoras. Completando esta expectativa, en segundo lugar, la idea de que existe una influencia mutua y una relación formativa entre las dimensiones social y espacial de la vida humana, cada una dando forma a la otra de manera similar. En esta noción de dialéctica socio-espacial, como la llamé hace un tiempo, se percibe la espacialidad de cualquier tema como dando forma a las relaciones sociales y al desarrollo de la sociedad, casi tanto como los procesos sociales configuran y dan sentido a las geografías o espacialidades humanas en las que vivimos. Juntas, estas dos ideas ayudan a explicar qué se entiende por geografías emergentes, visión espacial asertiva y poder explicativo del pensamiento espacial.


    Continúa existiendo una resistencia importante frente a este enfoque eminentemente espacial, y no sólo por parte de aquéllos que consideran que la concepción sociológica e histórica es superior e indiscutible. Muchos geógrafos, por ejemplo, ven el llamado giro espacial como poco más que una moda pasajera, promoviendo en otras disciplinas una perspectiva espacial superficial que carece de rigor y profundidad en su propia manera desarrollada y asentada de pensar y escribir sobre el espacio. Algunos de esos geógrafos críticos pueden pretender que aceptan la idea básica de una dialéctica socio-espacial, pero casi todos tienden en sus escritos a dar mayor importancia a cómo los procesos sociales dan forma a las geografías —como la formación de clases, la estratificación social o las prácticas racistas o machistas— que a cómo afectan éstas activamente a los procesos y a las formas sociales.


    Esta asimetría persistente entre la explicación social y espacial refleja en parte una cautela disciplinaria de larga duración entre geógrafos en contra de dar demasiado poder causal a la espacialidad de la vida social por miedo a caer en el determinismo ambiental simplista que afectó al pensamiento geográfico en el pasado. Sin embargo, al pensar de esta manera excesivamente prudente se pierde demasiado, haciendo casi invisibles, entre otras, las fuerzas políticas que emanan de las geografías que hemos creado y en las que vivimos nuestras vidas. En esta visión espacial más prudente, el espacio tiende a ser visto como poco más que un receptáculo. Las cosas le suceden y suceden en él, lo que nos ayuda a explicar la formación de geografías más o menos humanas pero bloqueando la visión de cómo el espacio está activamente involucrado en generar y mantener desigualdad, injusticia, explotación económica, racismo, sexismo y otras formas de opresión y discriminación.


    De estas controversias doctrinales ha surgido un peculiar sesgo contra el uso del término específico justicia espacial. Hasta el siglo XX, por ejemplo, solo hubo un corto artículo con esas palabras en el título, un panfleto, y ni un libro publicado. Ha sido incluso difícil encontrar la expresión justicia espacial en algún texto del siglo XXI, ni siquiera cuando el tema tiene que ver con la relación entre justicia y geografía o justicia social y ciudad. Cuando se aborda la cuestión de la justicia desde una perspectiva espacial, se utilizan otros términos como justicia territorial, justicia ambiental, urbanización de la justicia o simplemente geografía de la justicia social.


    Con el fin de resaltar la espacialidad consecuente de la justicia social y su conexión con nociones relacionadas con la democracia y los Derechos Humanos, prestaré especial atención a continuación al uso explícito del término justicia espacial. Resaltando la dialéctica socio-espacial, también adoptaré desde el principio la postura de que la espacialidad de la (in)justicia (combinando justicia e injusticia en una palabra) afecta a la sociedad y a la vida social tanto como los procesos sociales dan forma a la espacialidad o a la geografía específica de la (in)justicia. Dadas las limitaciones constantes que se plantean a la hora de pensar de esta manera, en cada uno de los tres primeros capítulos vuelvo a clarificar qué se entiende por una perspectiva espacial asertiva y a explorar el nuevo conocimiento espacial que ha emergido a lo largo de los últimos diez años desde que se ha extendido más su aplicación. Pido disculpas por adelantado a aquellos lectores que, estando de acuerdo o no, encuentren estos argumentos repetidamente conocidos y quizá innecesariamente elaborados. Para todos los lectores, sin embargo, mi objetivo es claro: estimular nuevas vías de pensamiento y actuación para cambiar las injustas geografías en las que vivimos.


    Antes de continuar, debemos clarificar unos cuantos aspectos adicionales. Resulta importante resaltar que la búsqueda de la justicia espacial no pretende sustituir, o constituir una alternativa, a la búsqueda de la justicia social, económica o ambiental. En lugar de ello, persigue servir como un medio de amplificar y extender estos conceptos en nuevas áreas de conocimiento y práctica política. Hablar de justicia espacial no significa que la justicia venga determinada sólo por su espacialidad, pero tampoco debería verse la justicia espacial como simplemente uno de los muchos componentes o aspectos diferentes de la justicia social a medir comparativamente por su fuerza relativa. Esta postura relativista olvida la dialéctica socio-espacial, por la que lo social no sólo comprende lo espacial, sino que también está comprendido en él. Dentro de esta postura, todo lo que es social (la justicia incluida) es simultánea e inherentemente espacial, de la misma manera que todo lo espacial, al menos por lo que respecta al mundo humano, está simultánea e inherentemente socializado.


    No proporcionaré una definición de recetario de justicia espacial pero permitiré que su significado evolucione y se expanda capítulo a capítulo, desde su descripción inicial —lo que surge de la aplicación de una visión espacial crítica—, a lo que se conoce más comúnmente como justicia social. También quiero aclarar que explorar la espacialidad de la justicia y sus expresiones en las luchas por la geografía no es sólo un ejercicio académico sino que tiene más objetivos ambiciosos de corte político y práctico. Ver la justicia espacialmente persigue sobre todo impulsar nuestro conocimiento general de la justicia como un atributo y una aspiración vitales en todas las sociedades. Busca promocionar formas más progresistas y participativas de política democrática y activismo social, y proporcionar nuevas ideas sobre cómo movilizar y mantener unidas coaliciones y confederaciones regionales de organizaciones de base y movimientos sociales preocupados por la justicia.


    Retomando la cita introductoria de Erik Swyngedouw, la urbanización y la condición urbana tendrán un papel central en En busca de la justicia espacial. Debe destacarse, sin embargo, que el impresionante impacto de la urbanización no se limita a las fronteras administrativas formales de la ciudad. El proceso de urbanización y, con ello, lo que puede llamarse la urbanización de la (in)justicia se generan principalmente en densas aglomeraciones urbanas, pero en la actual globalización acelerada, la condición urbana ha extendido su influencia a todas las áreas: rural, suburbana, metropolitana, exurbana, incluso áreas vírgenes, parques, desierto, tundra y bosque tropical. En este sentido, el mundo en su conjunto ha sido o está siendo urbanizado hasta cierto punto, dando relevancia a la búsqueda de la justicia espacial en diferentes escalas geográficas, desde la más global a la más local, y en medio, en todas partes.


    Esta visión más amplia del proceso de urbanización conecta la búsqueda de la justicia espacial con las luchas por lo que se ha llamada el derecho a la ciudad, una idea cargada políticamente, sobre Derechos Humanos en un contexto urbano, que se creó originalmente hace más de cuarenta años por Henri Lefebvre, tal vez el filósofo y teórico urbanista espacial más creativo del siglo veinte. El concepto original de Lefebvre estaba lleno de potentes ideas sobre la geografía emergente de la vida urbana y la necesidad por parte de los más afectados por la condición urbana de tomar un mayor control sobre la producción social del espacio urbano. La lucha por el derecho a la ciudad vista de esta manera, como una reivindicación de mayor control sobre cómo los espacios en que vivimos son producidos socialmente estén donde estén, se transforma virtualmente en sinónimo de búsqueda de justicia espacial.


    En los últimos años, el derecho a la ciudad ha sido revivido políticamente por movimientos sociales globales, nacionales, regionales y urbanos, que han estimulado una convergencia mutuamente reforzada entre estas dos versiones de lucha por la geografía: la lucha por la justicia espacial y por los derechos democráticos al espacio urbano. Esta convergencia se aborda de diferentes maneras. En el Capítulo 2, se trata la discusión sobre la urbanización y la globalización de la (in)justicia de la manera en que se expresan empíricamente en varias escalas geográficas. En el Capítulo 3, se aborda la idea del derecho a la ciudad con más detalle como parte del desarrollo de una teoría espacial de la justicia. Se presta especial atención a las ideas originales de Lefebvre y a las revisiones evolucionadas y más contemporáneas de David Harvey, tal vez el rival más cercano a Lefebvre como teórico líder del urbanismo espacial. En el Capítulo 4 se retoma la búsqueda de la justicia espacial en términos del derecho a la ciudad; el mismo trata el resurgimiento de las formas innovadoras de formación de coaliciones en Los Ángeles en los últimos cuarenta años. Al final del último capítulo, las luchas por la justicia espacial y el derecho a la ciudad se volverán a analizar brevemente a la luz de la actual crisis financiera.


    Me aproximo a la búsqueda activa de justicia espacial y de derechos democráticos más sociales en la ciudad con un sentido de optimismo estratégico, y espero que a aquéllos que lean lo que tengo que decir les afecte un sentimiento similar. Tal optimismo proviene parcialmente de la necesidad, una urgente necesidad de encontrar algunas fuentes de esperanza en un mundo que erosiona libertades civiles y degrada la democracia participativa. Deben encontrarse vías para reclamar y mantener políticas democráticas activas y exitosas, para alcanzar la justicia y reducir la opresión y la explotación de todo tipo, y deben mantenerse radicalmente abiertas a ideas nuevas e innovadoras. Esto es especialmente importante cuando la economía mundial se hunde en una seria crisis económica y en una recesión profunda, como ocurre en el momento de escribir esta introducción.


    Resulta necesario dedicar unas palabras al término específico justicia, que también ha estado experimentando un renacimiento como fuerza movilizadora y objetivo estratégico en la política contemporánea. Desde lo global a lo local, pasando por todas las escalas geográficas, determinadas variaciones en la agitada demanda de trabajos relacionados con la justicia, con la paz y la justicia, con el desarrollo y la justicia, están presionando a los gobiernos para tratar con más eficacia el problema del empeoramiento de la desigualdad económica, el conflicto intercultural, la polarización política y la degradación medioambiental. Cada vez oímos más reivindicaciones acerca de la necesidad de una justicia ambiental, justicia para los trabajadores, para la juventud, para todos los que sienten los efectos negativos de la discriminación social y espacial basada en las razas, en las clases, en el género, en la orientación sexual, y muchos otros ejes de desigualdad inaceptables. Parece que se está renovando la atención hacia ambas facetas del concepto de justicia espacial.


    La doctrina sobre justicia y democracia es abundante, y no pretendo profundizar en ella tanto como lo haré en relación con el espacio y la geografía. Discutiré brevemente sobre algunas cuestiones clave de la teoría de la justicia, pero el principal énfasis recae sobre cómo la justicia se está usando política y estratégicamente en movimientos sociales de todo tipo. Mi objetivo es llegar a una audiencia de activistas potenciales añadiendo una perspectiva espacial desafiante y políticamente útil a estos debates sobre la justicia y a las estrategias y tácticas de diversas organizaciones dirigidas a alcanzar una mayor justicia y una democracia más igualitaria.


    En busca de la justicia espacial se divide en seis capítulos, seguidos de una extensa sección de Notas y Referencias que contienen una bibliografía completa y comentarios. El Capítulo 1 presenta una breve sinopsis de los mencionados temas, como por qué y de qué forma el pensamiento espacial, así como la búsqueda de justicia en el sentido más amplio, han ido contando con mayor atención en el mundo contemporáneo, y por qué y cómo ha emergido Los Ángeles como un centro influyente de creación de coaliciones comunitarias y de aplicación práctica de la teoría espacial. Asimismo, el primer Capítulo concluye con una discusión sobre cómo el término específico justicia espacial ha empezado a usarse hace más de diez años, después de más de un siglo casi ignorado. El Capítulo 2 subraya e ilustra el amplio ámbito y escala de la justicia espacial. Es ecléctico y de amplio alcance intencionadamente, una especie de menú degustación que presenta ejemplos empíricos concretos de las múltiples maneras en que se producen geografías injustas, y de cómo se afrontan por los actores políticos de diversa índole.


    La (in)justicia espacial se sitúa y contextualiza en tres niveles interactivos de resolución geográfica que se solapan. El primero surge de la creación externa de geografías injustas a través del establecimiento de fronteras y de la organización política del espacio. Algunos ejemplos van desde el apartheid de Sudáfrica y otras formas de control colonial a esfuerzos más sutiles de manipulación espacial como la manipulación de distritos electorales y los privilegios legales del derecho a la propiedad. En una escala más local, las geografías injustas surgen endógena e internamente de la distribución de desigualdades creadas a través de decisiones discriminatorias por parte de personas, empresas e instituciones. En casos como zonas de exclusión, emplazamiento de instalaciones tóxicas y formas de segregación racial restrictivas, las geografías discriminatorias han sido llevadas a los tribunales y se han transformado en el foco de interesantes escritos sobre Derecho y espacio. Se discute cómo interactúan la raza, el espacio y el Derecho, junto con una rápida mirada al movimiento de justicia ambiental. La tercera escala de resolución geográfica es más regional, o mesogeográfica, y está enraizada en las injusticias asociadas al desarrollo geográfico desigual y lo que se describe como la globalización de la injusticia. Se presta especial atención al desarrollo geográfico desigual como un proceso general que subyace en la formación de la injusticia espacial en la escala “media”, entre lo urbano y lo global. La búsqueda de la justicia espacial se extiende aquí para incluir la formación de coaliciones regionales, la búsqueda de democracia regional y el desarrollo de nuevas estrategias de acción como el regionalismo basado en la comunidad.
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